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El Estado de Honduras, a través de la Constitución de la República, la Ley de 
Equidad y Desarrollo Integral para las personas con discapacidad, Código del 
Trabajo, la ratificación de Convenciones y Pactos internacionales, así como por 
Declaraciones adoptadas por las Naciones Unidas para todos sus Estados 
miembros, reconoce los derechos laborales de la población en situación de 
discapacidad, y la responsabilidad de asegurar el goce de los mismos.

La Secretaría de Trabajo y Seguridad Social, en el marco de sus competencias, 
tiene la responsabilidad de promover, fomentar y garantizar la igualdad de 
oportunidades con relación a la inserción laboral de las personas con 
discapacidad.

Y en este quehacer, ha preparado la presente recopilación sobre el marco legal 
que garantiza los derechos laborales de las personas en situación de 
discapacidad.
 
Exhorto a empleadores y empleadoras del sector público y privado a realizar 
acciones encaminadas al cumplimiento de los derechos que se consignan en este 
documento, y así favorecer la incorporación de las personas con discapacidad al 
mercado laboral en condiciones dignas y de permanencia que conlleva un trato 
justo e igualdad de condiciones y oportunidades.

Reconociendo y practicando que el respeto a los derechos y el cumplimiento a la 
ley es deber de todos y todas.

Abog. Rixi Moncada
Secretaría de Estado en los Despachos de

Trabajo y Seguridad Social

PRESENTACIÓN
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h. Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado 
mediante políticas y medidas pertinentes, que pueden incluir programas de 
acción afirmativa, incentivos y otras medidas; 

i. Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con 
discapacidad en el lugar de trabajo; 

j.  Promover la adquisición por las personas con discapacidad de experiencia 
laboral en el mercado de trabajo abierto; 

k. Promover programas de rehabilitación vocacional y profesional, 
mantenimiento del empleo y reincorporación al trabajo dirigidos a 
personas con discapacidad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no sean 
sometidas a esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, en igualdad de 
condiciones con las demás, contra el trabajo forzoso u obligatorio.
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Artículo 27. Trabajo y empleo
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a 

trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a 
tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido 
o aceptado en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos 
y accesibles a las personas con discapacidad. Los Estados Partes 
salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para 
las personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando 
medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas: 

a. Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las 
cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de 
selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción 
profesional y unas condiciones de trabajo seguras y saludables; 

b. Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en 
particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual 
valor, a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección 
contra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos; 

c. Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos 
laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las demás; 

d. Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a 
programas generales de orientación técnica y vocacional, servicios de 
colocación y formación profesional y continua; 

e. Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las 
personas con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas para la 
búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo; 

f. Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia, de 
constitución de cooperativas y de inicio de empresas propias; 

g. Emplear a personas con discapacidad en el sector público;
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2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de 
discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad protección 
legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier motivo. 

3.  A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados Partes 
adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar la realización de 
ajustes razonables. 

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, las 
medidas específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la igualdad de 
hecho de las personas con discapacidad. 

Artículo 19. Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la 
comunidad
Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en igualdad 
de condiciones de todas las personas con discapacidad a vivir en la comunidad, 
con opciones iguales a las de las demás, y adoptarán medidas efectivas y 
pertinentes para facilitar el pleno goce de este derecho por las personas con 
discapacidad y su plena inclusión y participación en la comunidad, asegurando en 
especial que:
a. Las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su lugar de 

residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las 
demás, y no se vean obligadas a vivir con arreglo a un sistema de vida 
específico; 

b. Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de servicios de 
asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, 
incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y 
su inclusión en la comunidad y para evitar su aislamiento o separación de ésta; 

Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en general estén a 
disposición, en igualdad de condiciones, de las personas con discapacidad y 
tengan en cuenta sus necesidades.
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viene... INDICE 2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados 
Partes se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos 
disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la cooperación 
internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno ejercicio de estos 
derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en la presente 
Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho 
internacional. 

3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la 
presente Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre 
cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, los Estados 
Partes celebrarán consultas estrechas y colaborarán activamente con las 
personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a 
través de las organizaciones que las representan. 

4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones 
que puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio de los derechos de las 
personas con discapacidad y que puedan figurar en la legislación de un Estado 
Parte o en el derecho internacional en vigor en dicho Estado. No se restringirán 
ni derogarán ninguno de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
reconocidos o existentes en los Estados Partes en la presente Convención de 
conformidad con la ley, las convenciones y los convenios, los reglamentos o la 
costumbre con el pretexto de que en la presente Convención no se reconocen 
esos derechos o libertades o se reconocen en menor medida. 

5. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las partes de 
los Estados federales sin limitaciones ni excepciones. 

Artículo 5. Igualdad y no discriminación
1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante la ley 

y en virtud de ella, y que tienen derecho a igual protección legal y a beneficiarse 
de la ley en igual medida sin discriminación alguna. 
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a. Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que 
sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente 
Convención; 

b. Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para 
modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que 
constituyan discriminación contra las personas con discapacidad; 

c. Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y 
promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad; 

d. Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente 
Convención y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen 
conforme a lo dispuesto en ella; 

e. Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización 
o empresa privada discriminen por motivos de discapacidad; 

f.  Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, servicios, 
equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a la definición del 
artículo 2 de la presente Convención, que requieran la menor adaptación 
posible y el menor costo para satisfacer las necesidades específicas de las 
personas con discapacidad, promover su disponibilidad y uso, y promover el 
diseño universal en la elaboración de normas y directrices; 

g. Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover la 
disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, dispositivos 
técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para las personas con 
discapacidad, dando prioridad a las de precio accesible; 

h. Proporcionar información que sea accesible para las personas con 
discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías 
de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras formas de asistencia y 
servicios e instalaciones de apoyo; 

i.  Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan con   
personas con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en la 
presente Convención, a fin de prestar mejor la asistencia y los servicios 
garantizados por esos derechos.
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CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DE HONDURAS

TITULO I
DEL ESTADO

CAPITULO III
DE LOS TRATADOS

Artículo 15. Honduras hace suyos los principios y prácticas del derecho 
internacional que propenden a la solidaridad humana, al respeto de la 
autodeterminación de los pueblos, a la no intervención y al afianzamiento de la 
paz y la democracia universal. Honduras proclama como ineludible la validez y 
obligatoria ejecución de las sentencias arbitrales y judiciales de carácter 
internacional.

TITULO III
DE DECLARACIONES

DERECHOS Y GARANTÍAS INDIVIDUALES

CAPITULO I
DE DECLARACIONES

Artículo 59. La persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado. 
Todos tienen la obligación de respetarla y protegerla. La dignidad del ser humano 
es inviolable.

Artículo 60. Todos los hombres nacen libres e iguales en derechos. En Honduras 
no hay clases privilegiadas. Todos los hondureños son iguales ante la ley. Se 
declara punible toda discriminación por motivo de sexo, raza, clase y cualquier 
otra lesiva a la dignidad humana. La ley establecerá los delitos y sanciones para el 
infractor de este precepto.
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CAPITULO V
DEL TRABAJO

Artículo 127. Toda persona tiene derecho al trabajo, a escoger libremente su 
ocupación y a renunciar a ella, a condiciones equitativas y satisfactorias de 
trabajo y a la protección contra el desempleo.

CAPITULO VI
LA SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 142. Toda persona tiene derecho a la seguridad de sus medios 
económicos de subsistencia en caso de incapacidad para trabajar u obtener 
trabajo retribuido. Los servicios de seguridad social serán prestados y 
administrados por el Instituto Hondureño de Seguridad Social que cubrirá los 
casos de enfermedad, maternidad, subsidio de familia, vejez, orfandad, paros 
forzosos, accidentes de trabajo, desocupación comprobada, enfermedades 
profesionales y todas las demás contingencias que afecten la capacidad de 
producir. El Estado creará instituciones de asistencia y previsión social que 
funcionarán unificadas en un sistema unitario estatal con la aportación de todos 
los interesados y el mismo Estado.

LEY DE EQUIDAD Y DESARROLLO INTEGRAL PARA LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD

DECRETO NO. 160-2005

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Finalidad. La presente Ley es de interés público y tiene como 
finalidad garantizar plenamente a la persona con discapacidad el disfrute de sus 
derechos, promover y proveer con equidad su desarrollo integral dentro de la 
sociedad.
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diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la 
sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 2. Definiciones. Por «discriminación por motivos de discapacidad» se 
entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de 
discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto 
el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, 
económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de 
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables;

Artículo 3. Principios generales
Los principios de la presente Convención serán:

a. El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad 
de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas; 

b. La no discriminación; 
c. La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad; 
d. El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad 

como parte de la diversidad y la condición humanas; 
e.  La igualdad de oportunidades; 
f.   La accesibilidad; 
g.  La igualdad entre el hombre y la mujer; 
h. El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con 

discapacidad y de su derecho a preservar su identidad. 

Artículo 4. Obligaciones generales
1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio 

de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las 
personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de 
discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a: 
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Unidas y se respeten los instrumentos vigentes en materia de derechos humanos, 
Reconociendo la importancia de la accesibilidad al entorno físico, social, 
económico y cultural, a la salud y la educación y a la información y las 
comunicaciones, para que las personas con discapacidad puedan gozar 
plenamente de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
Conscientes de que las personas, que tienen obligaciones respecto a otras 
personas y a la comunidad a la que pertenecen, tienen la responsabilidad de 
procurar, por todos los medios, que se promuevan y respeten los derechos 
reconocidos en la Carta Internacional de Derechos Humanos, 
Convencidos de que la familia es la unidad colectiva natural y fundamental de la 
sociedad y tiene derecho a recibir protección de ésta y del Estado, y de que las 
personas con discapacidad y sus familiares deben recibir la protección y la 
asistencia necesarias para que las familias puedan contribuir a que las personas 
con discapacidad gocen de sus derechos plenamente y en igualdad de 
condiciones, 
Convencidos de que una convención internacional amplia e integral para 
promover y proteger los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad 
contribuirá significativamente a paliar la profunda desventaja social de las 
personas con discapacidad y promoverá su participación, con igualdad de 
oportunidades, en los ámbitos civil, político, económico, social y cultural, tanto en 
los países en desarrollo como en los desarrollados, 

Convienen en lo siguiente:

Artículo 1. Propósito. El propósito de la presente Convención es promover, 
proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con 
discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias 
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar  con 
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Artículo 3. Garantía de Derechos. Se garantiza plenamente a las personas con 
discapacidad, todos los derechos inherentes a la dignidad humana, establecida 
en la Constitución de la República, las leyes y convenios internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Honduras.

Artículo 4. Se prohíbe la discriminación. Se prohíbe todo tipo de discriminación 
sea directa o indirecta que tenga por finalidad tratar de una manera diferente y 
menos favorable a una persona con discapacidad.

CAPÍTULO II
DEFINICIONES

Artículo 7. Definiciones.  Para efectos de esta ley se entienden por:
Igualdad de Oportunidades: el reconocimiento de igualdad de condiciones y 
derechos que garanticen las mismas oportunidades para el acceso y participación 
plena de las personas con discapacidad en la sociedad, con ausencia de todo tipo 
de discriminación por motivo de su discapacidad.

Discapacidad: cualquier tipo de deficiencia física, mental o sensorial, que en 
relación a la edad y medio social, limite sustancialmente la integración y 
realización de las actividades del individuo en la sociedad, ya sean de tipo familiar, 
social y educacional o labora.

CAPÍTULO III
DE LOS DERECHOS

SECCIÓN I
GENERALIDADES

Artículo 13. Aprovechamiento de oportunidades. Corresponde a la Dirección 
General de  Desarrollo para las personas con  discapacidad,  en coordinación con
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 otras instituciones públicas o privadas, lograr que las personas con discapacidad 
tengan oportunidades para aprovechar sus capacidades como medios para 
desarrollarse dentro de la sociedad.

SECCIÓN IV
TRABAJO

Artículo 31. Derecho al Trabajo. El Estado garantiza a las personas con 
discapacidad en todo el país el derecho a un empleo digno y adecuado a sus 
condiciones y necesidades personales.

Artículo 32. Discriminación Laboral. Se considera actos de discriminación 
laboral adoptar criterios de selección de personal o establecer condiciones 
generales de trabajo no adecuadas a las condiciones de los aspirantes así como 
solicitar requisitos adicionales a los establecidos para cualquier otro solicitante y, 
no emplear por razones de discapacidad, cuando se es idóneo para desempeñar 
el cargo o labor solicitado.

Artículo 33. Facilitación de Trámite. Las instituciones públicas o privadas de 
cualquier índole, deberán facilitar a las personas discapacitadas en el ejercicio de 
su profesión independiente, la tramitación expedita de sus respectivas 
solicitudes, para evitar poner en peligro su fuente de trabajo. El retraso 
innecesario o injustificado se considera un acto de discriminación.

Artículo 35. Empleados. Las entidades de la administración pública y las 
empresas de carácter privado están obligadas a contratar un número mínimo de 
personas de acuerdo con la tabla siguiente:

a. De veinte (20) a cuarenta y nueve (49) trabajadores, una (1) persona con 
discapacidad.
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Reconociendo la importancia que para las personas con discapacidad reviste su 
autonomía e independencia individual, incluida la libertad de tomar sus propias 
decisiones, 
Considerando que las personas con discapacidad deben tener la oportunidad de 
participar activamente en los procesos de adopción de decisiones sobre políticas 
y programas, incluidos los que les afectan directamente, 
Preocupados por la difícil situación en que se encuentran las personas con 
discapacidad que son víctimas de múltiples o agravadas formas de 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de cualquier otra índole, origen nacional, étnico, indígena o social, patrimonio, 
nacimiento, edad o cualquier otra condición, 
Reconociendo que las mujeres y las niñas con discapacidad suelen estar 
expuestas a un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de violencia, lesiones o 
abuso, abandono o trato negligente, malos tratos o explotación, 
Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad deben gozar 
plenamente de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales en 
igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y recordando las 
obligaciones que a este respecto asumieron los Estados Partes en la Convención 
sobre los Derechos del Niño, 
Subrayando la necesidad de incorporar una perspectiva de género en todas las 
actividades destinadas a promover el pleno goce de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales por las personas con discapacidad,
Destacando el hecho de que la mayoría de las personas con discapacidad viven 
en condiciones de pobreza y reconociendo, a este respecto, la necesidad 
fundamental de mitigar los efectos negativos de la pobreza en las personas con 
discapacidad,
Teniendo presente que, para lograr la plena protección de las personas con 
discapacidad, en particular durante los conflictos armados y la ocupación 
extranjera, es indispensable que se den condiciones de paz y seguridad basadas 
en el pleno  respeto  de  los  propósitos y  principios  de la  Carta  de las  Naciones  
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Reconociendo la importancia que revisten los principios y las directrices de 
política que figuran en el Programa de Acción Mundial para los Impedidos y en las 
Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad como factor en la promoción, la formulación y la evaluación de 
normas, planes, programas y medidas a nivel nacional, regional e internacional 
destinados a dar una mayor igualdad de oportunidades a las personas con 
discapacidad, 
Destacando la importancia de incorporar las cuestiones relativas a la 
discapacidad como parte integrante de las estrategias pertinentes de desarrollo 
sostenible, 
Reconociendo también que la discriminación contra cualquier persona por razón 
de su discapacidad constituye una vulneración de la dignidad y el valor inherentes 
del ser humano, 
Reconociendo además la diversidad de las personas con discapacidad, 
Reconociendo la necesidad de promover y proteger los derechos humanos de 
todas las personas con discapacidad, incluidas aquellas que necesitan un apoyo 
más intenso, 
Observando con preocupación que, pese a estos diversos instrumentos y 
actividades, las personas con discapacidad siguen encontrando barreras para 
participar en igualdad de condiciones con las demás en la vida social y que se 
siguen vulnerando sus derechos humanos en todas las partes del mundo, 
Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para mejorar las 
condiciones de vida de las personas con discapacidad en todos los países, en 
particular en los países en desarrollo, 
Reconociendo el valor de las contribuciones que realizan y pueden realizar las 
personas con discapacidad al bienestar general y a la diversidad de sus 
comunidades, y que la promoción del pleno goce de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales por las personas con discapacidad y de su plena 
participación tendrán como resultado un mayor sentido de pertenencia de estas 
personas y avances significativos en el desarrollo económico, social y humano de 
la sociedad y en la erradicación de la pobreza,
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b. De cincuenta (50) a setenta y cuatro (74) trabajadores, dos (2) personas 
discapacitadas.

c. De setenta y cinco (75) a noventa y nueve (99) trabajadores, tres (3) personas 
con discapacidad y,

d. Por cada cien (100) trabajadores, cuatro (4) personas con discapacidad.

CÓDIGO DE TRABAJO
(DECRETO No. 189 DEL 15 DE JULIO DE 1959)

TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPITULO ÚNICO
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. EI presente Código regula las relaciones entre el capital y el trabajo, 
colocándolas sobre una base de justicia social a fin de garantizar al trabajador las 
condiciones necesarias para una vida normal y, al capital, una compensación 
equitativa de su inversión.

Artículo 4. Trabajador es toda persona natural que preste a otra u otras, natural o 
jurídica, servicios materiales, intelectuales o de ambos géneros, mediante el 
pago de una remuneración y en virtud de un contrato o relación de trabajo.

Artículo 12. Se prohíbe la discriminación por motivos de raza, religión, credos 
políticos y situación económica, en los establecimientos de asistencia social, 
educación, cultura, diversión o comercio, que funcionen para el uso o beneficio 
general en las empresas o sitios de trabajo, de propiedad particular o del estado. 
La posición social o el acceso que los trabajadores puedan tener a los 
establecimientos a que se refiere este artículo, no podrá condicionarse al monto 
de sus salarios ni a la importancia de los cargos que desempeñen.
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TITULO V
PROTECCIÓN A LOS TRABAJADORES DURANTE

EL EJERCICIO DEL TRABAJO

CAPITULO I
HIGIENE Y SEGURIDAD EN EL TRABAJO

Artículo 391. Todo patrono o empresa está obligado a suministrar y acondicionar 
locales y equipos de trabajo que garanticen la seguridad y la salud de los 
trabajadores.

DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHO HUMANOS

(Adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 
resolución 217 A (iii), de 10 de diciembre de 1948 .)
El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó 
y proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos. Tras este acto 
histórico, la Asamblea pidió a todos los Países Miembros que publicaran el texto 
de la Declaración y dispusieran que fuera "distribuido, expuesto, leído y 
comentado en las escuelas y otros establecimientos de enseñanza, sin distinción 
fundada en la condición política de los países o de los territorios".
Honduras se consagró miembro de la Organización de las Naciones Unidas el 17 
de diciembre de 1945.

Artículo 1. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse 
fraternalmente los unos con los otros. 

Artículo 2 . Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición. 
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS
PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(Adoptado los las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006)

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención,
Recordando que los principios de la Carta de las Naciones Unidas que proclaman 
que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento 
de la dignidad y el valor inherentes y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana. 
Reconociendo que las Naciones Unidas, en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, han 
reconocido y proclamado que toda persona tiene los derechos y libertades 
enunciados en esos instrumentos, sin distinción de ninguna índole.
Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales, así como la necesidad 
de garantizar que las personas con discapacidad los ejerzan plenamente y sin 
discriminación,
Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, la Convención sobre los Derechos del niño y la 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares.  
Reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta 
de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la 
actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en 
igualdad de condiciones con las demás.
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6. Los Estados, las organizaciones de trabajadores y los empleadores deben 
cooperar para asegurar condiciones equitativas en materia de políticas de 
contratación y ascenso, condiciones de empleo, tasas de remuneración, 
medidas encaminadas a mejorar el ambiente laboral a fin de prevenir lesiones 
y deterioro de la salud, y medidas para la rehabilitación de los empleados que 
hayan sufrido lesiones en accidentes laborales. 

7. El objetivo debe ser siempre que las personas con discapacidad obtengan 
empleo en el mercado de trabajo abierto. En el caso de las personas con 
discapacidad cuyas necesidades no puedan atenderse en esa forma, cabe la 
opción de crear pequeñas dependencias con empleos protegidos o 
reservados. Es importante que la calidad de esos programas se evalúe en 
cuanto a su pertinencia y suficiencia para crear oportunidades que permitan a 
las personas con discapacidad obtener empleo en el mercado de trabajo. 

8. Deben adoptarse medidas para incluir a personas con discapacidad en los 
programas de formación y empleo en el sector privado y en el sector no 
estructurado.

 

9. Los Estados, las organizaciones de trabajadores y los empleadores deben 
cooperar con las organizaciones de personas con discapacidad en todas las 
medidas encaminadas a crear oportunidades de formación y empleo, en 
particular, el horario flexible, la jornada parcial, la posibilidad de compartir un 
puesto, el empleo por cuenta propia, y el cuidado de asistentes para las 
personas con discapacidad. 
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Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 
internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto 
si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración 
fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía. 

Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de 
su persona. 

Artículo 7. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual 
protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda 
discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal 
discriminación. 

Artículo 22. Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la 
seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación 
internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la 
satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a 
su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 

Artículo 23. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su 
trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección 
contra el desempleo. 

Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo 
igual. 

Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y 
satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la 
dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera 
otros medios de protección social. 
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Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de 
sus intereses. 

Artículo 24. Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, 
a una limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas 
pagadas.

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS
(Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969,

en la Conferencia Especializada Interamericana sobre
Derechos Humanos)

Ratificada por Honduras el 9 de mayo de 1977

PARTE I
DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS

CAPÍTULO I
ENUMERACIÓN DE DEBERES

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos

1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social.
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2. Los Estados deben apoyar activamente la integración de las personas con 
discapacidad en el mercado de trabajo. Este apoyo activo se podría lograr 
mediante diversas medidas como, por ejemplo, la capacitación profesional, los 
planes de cuotas basadas en incentivos, el empleo reservado, préstamos o 
subvenciones para empresas pequeñas, contratos de exclusividad o derechos de 
producción prioritarios, exenciones fiscales, supervisión de contratos u otro tipo 
de asistencia técnica y financiera para las empresas que empleen a trabajadores 
con discapacidad. Los Estados han de estimular también a los empleadores a que 
hagan ajustes razonables para dar cabida a personas con discapacidad. 

3.  Los programas de medidas estatales deben incluir: 
· Medidas para diseñar y adaptar los lugares y locales de trabajo de forma que 
resulten accesibles a las personas que tengan diversos tipos de discapacidad; 
· Apoyo a la utilización de nuevas tecnologías y al desarrollo y la producción de 
recursos, instrumentos y equipos auxiliares, y medidas para facilitar el acceso de 
las personas con discapacidad a esos medios, a fin de que puedan obtener y 
conservar su empleo; 
· Prestación de servicios apropiados de formación y colocación y de apoyo como, 
por ejemplo, asistencia personal y servicios de interpretación. 

4. Los Estados deben iniciar y apoyar campañas para sensibilizar al público con 
miras a lograr que se superen las actitudes negativas y los prejuicios que afecten a 
los trabajadores aquejados de discapacidad. 

5.  En su calidad de empleadores, los Estados deben crear condiciones favorables 
para el empleo de personas con discapacidad en el sector público. 
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS
(Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 

General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966)
Ratificado por Honduras el 25 de agosto de 1997

Parte III

Artículo 26. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda 
discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva 
contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

NORMAS UNIFORMES SOBRE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 
PARA LAS PERSONAS CON  DISCAPACIDAD

(Resolución Aprobada por la Asamblea General, Cuadragésimo
octavo periodo de sesiones, de 20 de diciembre de 1993.)

II. ESFERAS PREVISTAS PARA LA IGUALDAD DE PARTICIPACION 

Artículo 7. Empleo. Los Estados deben reconocer el principio de que las 
personas con discapacidad deben estar facultadas para ejercer sus derechos 
humanos, en particular en materia de empleo. Tanto en las zonas rurales como en 
las urbanas debe haber igualdad de oportunidades para obtener un empleo 
productivo y remunerado en el mercado de trabajo. 

1. Las disposiciones legislativas y reglamentarias del sector laboral no deben 
discriminar contra las personas con discapacidad ni interponer obstáculos a su 
empleo. 
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2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.

Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal.

Artículo 24. Igualdad ante la Ley
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la ley.

CAPÍTULO III

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

Artículo 26. Desarrollo Progresivo. Los Estados partes se comprometen a 
adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación 
internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente 
la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, 
sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos 
Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios 
apropiados.
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CARTA DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS 
AMERICANOS

(Reformada por el Protocolo de Reformas a la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos "Protocolo de Buenos Aires", suscrito el 27 de febrero de 
1967, en la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria, por el Protocolo 
de Reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos "Protocolo 
de Cartagena de Indias", aprobado el 5 de diciembre de 1985, en el decimocuarto 
período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, por el Protocolo de 
Reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos "Protocolo de 
Washington", aprobado el 14 de diciembre de 1992, en el decimosexto período 
extraordinario de sesiones de la Asamblea General, y por el Protocolo de 
Reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos "Protocolo de 
Managua", adoptado el 10 de junio de 1993, en el decimonoveno período 
extraordinario de sesiones de la Asamblea General.)

CAPÍTULO VII

DESARROLLO INTEGRAL

Artículo 34. Los Estados miembros convienen en que la igualdad de 
oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la 
riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las 
decisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos básicos del 
desarrollo integral. Para lograrlos, convienen asimismo en dedicar sus máximos 
esfuerzos a la consecución de las siguientes metas básicas:

g) Salarios justos, oportunidades de empleo y condiciones de trabajo aceptables 
para todos;
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES 
Y CULTURALES

(Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la
Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI),

de 16 de diciembre de 1966)
Ratificado por Honduras el 17 de febrero de 1981

Parte III

Artículo 6 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que 

comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la 
vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas 
adecuadas para garantizar este derecho. 

Artículo 7.  Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de 
toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le 
aseguren en especial: 

a.  Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 
i. Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de 

ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de 
trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual; 

ii. Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las 
disposiciones del presente Pacto; 

    b. La seguridad y la higiene en el trabajo; 
   c. Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la 

categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los 
factores de tiempo de servicio y capacidad;

 
     d.  El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas      

de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración 
de los días festivos.
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Recordando los principios de la Declaración Universal de Derechos Humanos, los 
Pactos internacionales de derechos humanos y la Declaración de los Derechos 
del Niño y las normas de progreso social ya enunciadas en las constituciones, las 
convenciones, las recomendaciones y las resoluciones de la Organización 
Internacional del Trabajo, la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura, la Organización Mundial de la Salud, el Fondo 
de las Naciones Unidas para la Infancia y otras organizaciones interesadas, 

Subrayando que en la Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social 
se ha proclamado la necesidad de proteger los derechos de los física y 
mentalmente desfavorecidos y de asegurar su bienestar y su rehabilitación, 

Teniendo presente la necesidad de ayudar a los retrasados mentales a desarrollar 
sus aptitudes en las más diversas esferas de actividad, así como de fomentar en 
la medida de lo posible su incorporación a la vida social normal, 

Consciente de que, dado su actual nivel de desarrollo, algunos países no se 
hallan en situación de dedicar a estas actividades sino esfuerzos limitados

Proclama la presente Declaración de Derechos del Retrasado Mental y pide que 
se adopten medidas en el plano nacional o internacional para que sirvan de base y 
de referencia común para la protección de estos derechos: 

1. El retrasado mental debe gozar, hasta el máximo grado de viabilidad, de los 
mismos derechos que los demás seres humanos. 

2.  El retrasado mental tiene derecho a la seguridad económica y a un nivel de 
vida decoroso. Tiene derecho, en la medida de sus posibilidades, a 
desempeñar un empleo productivo o alguna otra ocupación útil.
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DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS IMPEDIDOS
(Proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 

resolución 3447 (XXX), de 9 de diciembre de 1975)

La Asamblea General

Consciente del compromiso que los Estados Miembros han asumido, en virtud de 
la Carta de las Naciones Unidas, de tomar medidas conjunta o separadamente, 
en cooperación con la Organización, para promover niveles de vida más 
elevados, trabajo permanente para todos y condiciones de progreso y desarrollo 
económico y social. 

Reafirmando su fe en los derechos humanos y las libertades fundamentales y en 
los principios de paz, de dignidad y valor de la persona humana y de justicia social 
proclamados en la Carta.

Recordando los principios de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 
los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, de la Declaración de los 
Derechos del Niño y la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental, así 
como las normas de progreso social ya enunciadas en las constituciones, los 
convenios, las recomendaciones y las resoluciones de la Organización 
Internacional del Trabajo, la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura, la Organización Mundial de la Salud, el Fondo 
de las Naciones Unidas para la Infancia y otras organizaciones interesadas.

Recordando asimismo la resolución 1921 (LVIII) del Consejo Económico y Social, 
de 6 de mayo de 1975, sobre la prevención de la incapacitación y la readaptación 
de los incapacitados. 

Subrayando que la Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social ha 
proclamado la necesidad de proteger los derechos de los física y mentalmente 
desfavorecidos y de asegurar su bienestar y su rehabilitación. 
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Teniendo presente la necesidad de prevenir la incapacidad física y mental y de 
ayudar a los impedidos a desarrollar sus aptitudes en las más diversas esferas de 
actividad, así como de fomentar en la medida de lo posible su incorporación a la 
vida social normal, 

Consciente de que, dado su actual nivel de desarrollo, algunos países no se 
hallan en situación de dedicar a estas actividades sino esfuerzos limitados, 

Proclama la presente Declaración de los Derechos de los Impedidos y pide que se 
adopten medidas en los planos nacional e internacional para que la Declaración 
sirva de base y de referencia comunes para la protección de estos derechos: 
1.  El término "impedido" designa a toda persona incapacitada de subvenir por sí 

misma, en su totalidad o en parte, a las necesidades de una vida individual o 
social normal a consecuencia de una deficiencia, congénita o no, de sus 
facultades físicas o mentales. 

2. El impedido debe gozar de todos los derechos enunciados en la presente 
Declaración. Deben reconocerse esos derechos a todos los impedidos, sin 
excepción alguna y sin distinción ni discriminación por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o 
social, fortuna, nacimiento o cualquier otra circunstancia, tanto si se refiere 
personalmente al impedido como a su familia. 

3. El impedido tiene esencialmente derecho a que se respete su dignidad 
humana. El impedido, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad 
de sus trastornos y deficiencias, tiene los mismos derechos fundamentales 
que sus conciudadanos de la misma edad, lo que supone, en primer lugar, el 
derecho a disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea 
posible. 

4. El impedido tiene los mismos derechos civiles y políticos que los demás seres 
humanos; el párrafo 7 de la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental 
se aplica a toda posible limitación o supresión de esos derechos para los 
impedidos mentales. 

5. El impedido tiene derecho a las medidas destinadas a permitirle lograr la mayor 
autonomía posible. 
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6. El impedido tiene derecho a recibir atención médica, psicológica y funcional, 
incluidos los aparatos de prótesis y ortopedia; a la readaptación médica y 
social; a la educación; la formación y a la readaptación profesionales; las 
ayudas, consejos, servicios de colocación y otros servicios que aseguren el 
aprovechamiento máximo de sus facultades y aptitudes y aceleren el proceso 
de su integración o reintegración social. 

7.  El impedido tiene derecho a la seguridad económica y social y a un nivel de 
vida decoroso. Tiene derecho, en la medida de sus posibilidades, a obtener y 
conservar un empleo y a ejercer una ocupación útil, productiva y 
remunerativa, y a formar parte de organizaciones sindicales. 

8. El impedido tiene derecho a que se tengan en cuenta sus necesidades 
particulares en todas las etapas de la planificación económica y social. 

DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL RETRASADO MENTAL

(Proclamada por la Asamblea General en su resolución 2856 (XXVI), de 20 
de diciembre de 1971)

La Asamblea General

Consciente de la obligación de los Estados Miembros de las Naciones Unidas, 
contraída en virtud de la Carta, de adoptar medidas conjunta o separadamente, 
en cooperación con la Organización, para promover niveles de vida más 
elevados, trabajo permanente para todos y condiciones de progreso y desarrollo 
económico y social, 

Reafirmando su fe en los derechos humanos y las libertades fundamentales y en 
los principios de paz, de dignidad y valor de la persona humana y de justicia social 
proclamados en la Carta. 
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